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			PRÓLOGO 


			LOS POLÍTICOS Y LAS POLÍTICAS 




			 




			España ha progresado extraordinariamente en los últimos cincuenta años pero, al compararnos con otros países, todavía nuestros niveles de desarrollo económico, servicios públicos y bienestar son peores que los de los países más avanzados. Este retraso relativo se debe, en gran medida, a que esos países aplican mejores políticas que las nuestras. 




			¿Por qué no se aplican en España las mejores políticas que funcionan en otros países? Los economistas tienen una respuesta muy simple: ellos saben qué se debe hacer para mejorar el crecimiento económico y el bienestar de los ciudadanos... pero los políticos no aplican esas medidas. 




			La realidad es algo más complicada. Para averiguar por qué se han adoptado políticas menos efectivas que las aplicadas en otros países, este libro empieza examinando algunos ejemplos recientes de políticas españolas que han ignorado lo que la ciencia económica y otros conocimientos expertos aconsejan. ¿Por qué se escogió hacer lo menos razonable? Las respuestas varían según los casos, pero, al buscar las explicaciones de esta conducta irracional, en ellas siempre aparecen los políticos. Y esto no es raro, porque son los políticos los que «hacen» las políticas. 




			Pero, además de los políticos, hay toda una jungla de «animales» —como los grupos de interés, los oligopolios, las empresas reguladas o los medios de comunicación— que influyen en que muchas veces no triunfen las mejores soluciones para aumentar el bienestar de los ciudadanos. Y los mismos ciudadanos también forman parte de esa jungla, porque, en un sistema democrático, los electores son los responsables de elegir a los que no las adoptan. 




			En España hemos ido cambiando a los políticos gracias a las elecciones, pero, al final, todos han seguido aprobando políticas con unos «contenidos» de calidad inferior a los de otros países. El eje central de este libro es que, si queremos mejorarlas, no basta con cambiar a sus impulsores, sino que también debemos analizar por qué, incluso cuando en España disponemos de los conocimientos apropiados, no los incorporamos a las políticas públicas. Solo si cambiamos algunas instituciones, solo si cambiamos las «formas» de elaborar las políticas, se elegirán aquellas que tengan mejores «contenidos» y no, como sucede con frecuencia, las peores. Solo si establecemos procedimientos más democráticos e ilustrados que los actuales podremos reducir el nivel chapucero que, en algunos casos, hemos alcanzado en los últimos años. 




			La primera parte de esta obra tiene un objetivo muy concreto: convencer de la necesidad de cambiar los procedimientos si se quieren cambiar las políticas. Para lograrlo, se examinan algunos casos en los que se eligió hacer lo menos razonable; a continuación, se sugieren algunas explicaciones de esas conductas irracionales, y, finalmente, se proponen algunos remedios siguiendo el método favorito de la Ilustración: aprender de lo que hacen otros países. 




			La segunda parte, concebida para aquellas personas a las que les gusta reflexionar sobre las relaciones entre economía y política, simplemente por el placer de entenderlas mejor, contiene experiencias personales y reflexiones adicionales sobre la necesidad de reformar las políticas y el panorama que nos rodean. 




			Al  final  del  libro,  he  incluido  algunas  referencias  y  direcciones de internet para facilitar el acceso a otras fuentes, con la intención de que ayuden al lector a construir sus propias respuestas a las cuestiones planteadas. 
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			La coyuntura económica cambió en España en 2014. Desde entonces el PIB y el empleo han vuelto a crecer, pero todavía no se ha producido ningún cambio estructural que nos acerque a los países que disfrutan de un mejor nivel de vida y mayor bienestar social. Estamos reduciendo el paro, aunque, si no cambiamos algunas políticas, seguiremos teniendo muchos más parados que ningún otro país desarrollado, menos productividad y más desigualdad. 




			La reciente crisis política ha sido la más significativa desde el inicio de la democracia. Mariano Rajoy, presidente del Gobierno español desde 2011, consiguió la peor valoración entre todos los que le precedieron. Su partido acumuló numerosos casos de corrupción y la insatisfacción con la política había alcanzado niveles máximos antes de las elecciones. 




			El deseo de cambio era y sigue siendo manifiesto. Como sucedió a finales de la década de 1950, cuando el modelo económico autárquico hizo aguas, y también a finales de los años setenta, cuando el modelo político franquista se vino abajo, hoy se tiene la sensación de estar en la antesala de cambios importantes en el terreno económico y en el político. En aquellas fechas se aprovechó la ocasión y se acertó con los cambios. El Plan de Estabilización, junto a la entrada en algunos organismos internacionales (OCDE, FMI), fue muy efectivo para impulsar el desarrollo de la economía española durante la década de 1960. De la misma forma, el nuevo régimen democrático establecido por la Transición nos ha proporcionado treinta años de los mejores de nuestra historia. 




			Es de esperar que este deseo de cambio consiga ahora algo más que sustituir a unos políticos por otros. Es una gran ocasión para cambiar la política y las políticas. Pero las grandes ocasiones también pueden perderse. Los pueblos pueden equivocarse y España tiene en su haber algunos ejemplos de ocasiones perdidas. En los años treinta del siglo pasado, en momentos parecidos de crisis económica internacional, España tomó un rumbo equivocado. La República tenía muchos problemas, pero la solución de un golpe militar para acabar con aquel régimen fue un ejemplo de reacción equivocada a los problemas del país. Esa equivocación fue carísima porque, más allá de la Guerra Civil, nos mantuvo alejados durante décadas del progreso económico y político que emprendieron los demás países occidentales tras la Segunda Guerra Mundial. 




			Hoy, felizmente, España está a años luz de volver a sufrir dramas como la guerra, el hambre o la miseria generalizada. La pertenencia a la Unión Europea y el desarrollo alcanzado por nuestra economía son algunos de los muchos paracaídas que nos impiden volver a vivir situaciones tan extremas. Pero equivocarse en las decisiones políticas sigue teniendo costes que, aunque no sean tan graves como los del pasado, pueden significar  dramas  para  muchas  personas  y  familias.  Dramas, sobre todo, innecesarios. 




			Queremos cambios, pero ¿cómo sabremos cuáles hay que implantar? No es una mala idea seguir nuestro propio ejemplo, porque España ha cambiado mucho y a mejor en las últimas décadas. Es muy útil reflexionar sobre lo que el país y los españoles han hecho en los últimos sesenta años para alejarse del régimen franquista, antiliberal en lo económico y antidemocrático en lo político. 




			Además de dos importantes momentos, como fueron el Plan de Estabilización que abrió nuestra economía y la Transición política que trajo la democracia, hemos dado otros pasos importantes: la entrada en la Unión Europea, la descentralización política, la construcción del Estado de bienestar, las privatizaciones y liberalizaciones de numerosos sectores o la universalización de la educación o la sanidad. Todos ellos nos han acercado progresivamente a los países más desarrollados. 




			La primera lección que debemos extraer de nuestra propia experiencia es que la mayor parte del progreso económico social y político de las últimas décadas es la consecuencia de haber acercado nuestras normas e instituciones a las de los países más desarrollados. Y este debe ser también el principio que nos guíe ahora, en estos momentos de cambio: aproximarnos a los Estados más avanzados y, dentro de estos, a los más cercanos, como los del norte de Europa. Es verdad que hay muchas diferencias entre esos países —por ejemplo, entre el Reino Unido y los países nórdicos (Finlandia, Suecia, Dinamarca, Islandia y Noruega)—, pero todos tienen algunas características comunes de las que todavía tenemos mucho que aprender. 




			En los últimos años, y al margen de los partidos políticos, ha surgido en la sociedad española una producción intelectual muy valiosa que ha dado pistas sobre las áreas de cambio político y económico más necesitadas de reformas. Al mismo tiempo que los partidos han seguido enfrentándose con sus propuestas populistas, se ha forjado una nueva generación de economistas, sociólogos, politólogos y otros profesionales que, en distintas plataformas digitales y libros, ha planteado propuestas interesantes y menos populistas que las de cualquiera de los partidos políticos. Pero, hasta ahora, sus ideas no han llegado al Parlamento, se han quedado en las tertulias o en los medios de comunicación. Lamentablemente, solo unas pocas de estas ideas se han incorporado a las propuestas de los partidos políticos, que han continuado produciendo mensajes elementales y con un alto grado de populismo. Y el populismo de nuestros políticos, de nuestra política, es uno de los factores que paralizan el cambio. Se vende como una fórmula para cambiar y, sin embargo, tiene el efecto contrario: impide que avancemos y mejoremos. El populismo es una droga que nos produce una euforia momentánea, pero que luego nos deja incluso peor que antes de consumirla. 




			El populismo en España no ha sido exclusivo de los partidos nuevos, sino que lo han practicado también los partidos tradicionales. Basta recordar, por ejemplo, cómo reaccionó el partido mayoritario de la derecha cuando, en mayo de 2010, el Gobierno socialista empezó a adoptar medidas para salir de la crisis. El PP dijo entonces que se oponía a cualquier subida del IVA —según sus palabras, era «un sablazo del mal gobernante a los ciudadanos»— y organizó mesas en la calle para recoger firmas con el eslogan «No más IVA». También dijo que no era necesario congelar las pensiones, que no recortarían la sanidad ni la educación, que no hacía falta alargar la edad de jubilación y que tenían una fórmula —¿mágica?— para reestructurar los bancos sin aportar dinero público. Todo este populismo estaba destinado a ganar las elecciones de 2011... y las ganó. Y en solo seis meses de Gobierno, hundió la confianza en el Reino de España y tuvo que pedir un rescate. 




			La troika —formada por la Comisión Europea, el BCE y el FMI— y los mercados obligaron al Gobierno español a cambiar de política y a incumplir todas sus promesas populistas. No solo no redujo el IVA, sino que lo aumentó por encima del aprobado por el Ejecutivo anterior. No derogó la ley de pensiones, sino que la completó con nuevas limitaciones al crecimiento del gasto. Tuvo que emplear dinero público para recapitalizar las entidades de crédito que no pudieron financiarse en el mercado. Recortó el gasto público. 




			En contra de lo que se piensa, y de lo que pueda parecer, los políticos populistas prestan un servicio al país precisamente cuando incumplen lo que prometieron. Aunque esos incumplimientos hacen un daño inmenso a la confianza en la democracia. El populismo hace daño siempre. Difícilmente progresaremos si la política española sigue siendo una pelea entre políticos, en la cual se arrojan propuestas populistas que, en el mejor de los casos, se incumplen y, en el peor, se aplican. 




			El populismo en la política existe en todos los países y es inútil pretender que desaparezca. El objetivo debe ser reducirlo al nivel existente en los países más avanzados y alejarnos del que se practica en muchos de los subdesarrollados. El terreno ideal para el crecimiento del populismo es la ignorancia. El populismo vende soluciones simples, fáciles y de resultados inmediatos. Cuando no se analizan los problemas, no se pregunta a los expertos, no se estudian las experiencias de otros países para resolver los problemas y no se debaten en profundidad, la política y los políticos se dedican a elaborar y difundir mensajes simples, soluciones sin esfuerzo que atraigan a los electores. Es el imperio de las ocurrencias, de aquellas «soluciones» que ahorran enfrentarse a problemas complejos que requieren propuestas estudiadas y explicadas a unos electores a los que no se les ha dado la ocasión de enterarse. 




			El cambio que espera la sociedad española ha traído la sustitución de unos políticos por otros, cuando lo que verdaderamente importa es que puedan cambiar las políticas. Hay que aprovechar la ocasión para perfeccionar el funcionamiento de nuestra democracia de tal forma que podamos mejorar nuestras políticas (de gasto público, de inversión en infraestructuras, de competencia, de regulación de las instituciones laborales...). Estas son las que nos pueden acercar a los niveles de bienestar económico y social de los países más prósperos. Y para conseguirlo es necesario cambiar las formas de elaboración, diseño, debate, aprobación y seguimiento de todas ellas. 




			Los países más desarrollados cuentan con sistemas que podemos denominar «democracias ilustradas», esto es, no solo son democracias en las que los ciudadanos se sienten bien representados por sus políticos, sino que además son «ilustradas», en el sentido de que los procedimientos de elaboración de las políticas exigen un mayor análisis de los problemas, tienen en cuenta las opiniones de los expertos y las distintas alternativas se debaten en profundidad en vez de limitarse a enfrentar eslóganes y argumentarios populistas. 




			No es cierto que, como dicen algunos, por saber más se caiga en la «dictadura de los expertos». Tampoco lo es que en esos países hayan desaparecido las ideologías. Al contrario, los debates muestran con mayor claridad las distintas visiones para resolver los problemas y se contrastan al discutir las distintas políticas (fiscales, regulatorias, presupuestarias o sectoriales). Allí no ganan los más ocurrentes, sino los que justifican la bondad de sus políticas y convencen a sus conciudadanos. 




			Si, además de cambiar a los gobernantes, queremos cambiar nuestras políticas, es fundamental acordar entre todos cambios institucionales que exijan que las políticas que se aprueben sean más estudiadas y debatidas. Este acuerdo no debería ser difícil de obtener porque no va contra ninguna ideología ni contra ningún partido, sino a favor de todos, en la medida en que las propuestas de unos u otros pueden obtener resultados más beneficiosos para la ciudadanía. 




			A pesar de los importantes avances que hemos conseguido durante las últimas décadas, en determinadas áreas las políticas españolas están muy atrasadas cuando se las compara con las de otros países avanzados. Hay que analizar por qué no se ha mejorado en algunas políticas concretas, por qué en algunas áreas (educación, mercado laboral, regulación de monopolios, infraestructuras) seguimos alejados de lo que hacen los demás. Debemos darnos cuenta de que tenemos un problema estructural, de procedimientos, pues nuestro sistema administrativo y político no tiene suficientes mecanismos que obliguen a analizar y estudiar las distintas políticas, sus costes y sus impactos. 




			Estas diferencias explican en gran medida que suframos todavía problemas muy importantes, como, por ejemplo, el paro masivo, que no se han estudiado ni debatido suficientemente en el corazón de nuestro sistema democrático, el Parlamento. Al no haberse hecho, los electores —todos nosotros— carecemos de los elementos necesarios para elegir a unos políticos u otros y seleccionar las mejores políticas, de modo que es imposible progresar. La falta de estos análisis obliga a los electores a votar a ciegas, no se les deja otra alternativa que la de elegir desde la ignorancia, desde el desconocimiento. El resultado final es obvio: las políticas acaban siendo un conjunto de ocurrencias y chapuzas, es decir, políticas improvisadas, simples e ineficaces o incluso con efectos perversos frente a otras más sofisticadas y difíciles de explicar, pero con mejores resultados. 




			En España, las políticas se preparan sin que sea obligado hacer ningún estudio mínimamente serio; en el Parlamento, los diputados discuten sin disponer de informes preparados por alguien que conozca los temas. No se llama a los expertos y no se estudian las experiencias internacionales de los distintos campos. Tendríamos que aprovechar esta ocasión en que España ha conseguido cambiar a los políticos para cambiar también las políticas, esto es, lo que los políticos hacen con el poder. Es esencial que se diseñen y se aprueben buenas políticas, y que se evalúen y controlen sus resultados de una forma más profesional, más competente, con más conocimiento y estudio de lo que se hace ahora. Las políticas deben dejar de ser una acumulación de propuestas populistas sobre cómo resolver hipotéticamente las necesidades del país y de sus ciudadanos, unas propuestas que solo se diseñan para atraer a los electores, para hacerles creer que el partido de turno tiene soluciones para todo. 




			Esta idea, la de mirar a otros países, no es nueva porque ya estaba presente en la economía de la Ilustración. Su propósito es claro: convencernos a nosotros mismos —a los ciudadanos— de que si analizamos las distintas políticas, si incorporamos la sabiduría de los expertos, si estudiamos lo que han hecho otros países que han resuelto sus problemas, dejaremos de oponernos a las mejores políticas, como hacíamos por no tener un conocimiento del fondo de los problemas, y comprenderemos que lo mejor es hacer lo que otros países han hecho con mejores resultados que el nuestro. 




			 




			VAMOS HACIA ATRÁS... AL ELABORAR LAS POLÍTICAS 




			 




			Como ya he apuntado, la historia de España desde finales de la década de 1950, cuando se quebró el modelo autárquico del franquismo, es una historia de progreso económico. También hemos avanzado en el terreno político desde finales de los años setenta, cuando terminó la dictadura. Durante estas décadas hemos adoptado muchas políticas que explican ese progreso. Sin embargo, no solo no hemos mejorado, sino que hemos ido hacia atrás en algunos de los procedimientos de diseño y elaboración de las normas y políticas. Y este empeoramiento ha alcanzado extremos inaceptables en las últimas legislaturas. 




			En principio, se podría esperar que los avances experimentados por España en casi todos los campos hubieran mejorado también la calidad en la elaboración de las políticas públicas. En la medida en que ha aumentado el nivel educativo y contamos con más profesionales y académicos expertos en los distintos temas, y en que la propia democracia obliga a explicar y dar cuenta de lo que hacen los políticos, deberíamos haber mejorado la forma de elaborar las políticas concretas. No ha sido así y, en algunas ocasiones, ha ocurrido todo lo contrario. 




			El incremento del nivel de educación y profesionalidad de los españoles ha hecho mejorar muchas cosas en España. Por ejemplo, nuestras empresas. Aunque todavía sigan por detrás de otros países en algunas áreas, como la innovación, muchas empresas españolas tienen un nivel técnico y de gestión comparable al de sus pares extranjeros y, desde luego, muy superior al que existía en el pasado. Pero, al mismo tiempo, la política española produce todavía un nivel de ocurrencias que no se encuentra ya en las empresas. La política no está al nivel de nuestras empresas y profesionales. Y es que la información y los debates en el Parlamento son muy pobres, a lo cual se suma que han desaparecido algunos controles de calidad dentro de la Administración, como, por ejemplo, las memorias detalladas de los proyectos de todo tipo de normas o los informes de otros Departamentos. 




			Deberíamos preguntarnos por qué hemos ido para atrás y cómo podríamos corregir el rumbo. Muy probablemente el deterioro de las políticas tiene que ver con algunas de las carencias en el funcionamiento del Estado que se han detectado durante la crisis política de la X legislatura (2011-2015). Nuestro sistema político, muy preocupado por la estabilidad de los gobiernos, atribuye a las mayorías parlamentarias un poder extraordinario y les ha permitido hacer un mal uso del mismo. Este sistema, calificado por algunos como «dictaduras elegidas», otorga un poder a esas mayorías que va más allá del necesario para facilitar la gobernabilidad a la hora de decidir las políticas y ha sido nefasto porque impide el análisis de las propuestas, reduce los debates, dificulta el seguimiento y evaluación de su aplicación e incluso altera las reglas del juego. Este exceso de poder de las mayorías es, seguramente, uno de los factores que explican el empeoramiento en la elaboración de las políticas. 




			Es evidente que si se emplea más tiempo en analizar las necesidades y se estudian más profundamente los efectos de las políticas, se reduce el poder de los políticos para hacer lo que quieran y, quizá por eso, una vez que están en el Gobierno, no tienen ningún interés en promover dichos estudios. La aparición de intereses territoriales con el desarrollo de las comunidades autónomas ha sido otro de los factores que ha hecho más compleja la tarea de los políticos españoles. Todos estos factores llevan a los políticos, incluso a los bien intencionados, a elaborar y decidir las políticas en la oscuridad de los despachos ministeriales porque piensan que, si no lo hicieran así, tendrían las manos atadas, ya que los intereses paralizarían cualquier reforma que supusiera un cambio del actual statu quo. 




			Hay que reconocer que muchas políticas aprobadas sin estudios ni debates previos y profundos han tenido, sin embargo, efectos muy positivos sobre el desarrollo de nuestro país. Por ejemplo, el llamado Decreto Boyer —Real Decreto Ley 2/1985, de 30 de abril, sobre medidas de política económica— es quizá una de las políticas que más importancia han tenido en la transformación de la economía española al liberalizar dos de los mercados más importantes: el del comercio y el de los alquileres. Aunque luego se diera marcha atrás en su alcance, hoy, gracias a ese decreto, la liberalización vigente todavía es muy superior a la que había antes de 1985 y ha permitido un excelente desarrollo de ambos mercados. Recientemente se pueden encontrar también algunos ejemplos de medidas positivas aprobadas sin mayor debate, pero el porcentaje de políticas insuficientemente estudiadas ha aumentado de manera exponencial en los últimos años. Más adelante se analizan varios casos de políticas deficientes relacionadas con la economía, pero la falta de estudio y debate afecta a todo el trabajo legislativo. Como la reforma del Código Penal —Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo—, la cual no es precisamente una ley menor, pero que se despachó en el Parlamento con tan solo cinco horas de trabajo de la comisión correspondiente. O la reforma fiscal —Ley 26/2014, de 27 de noviembre— que se ventiló en apenas cuatro horas. 




			 




			ELOGIO DE LA ILUSTRACIÓN 




			 




			La importancia de aprender ha sido identificada a lo largo de la historia como una de las tareas más importantes que puede realizar el ser humano. La Grecia clásica, el Renacimiento o la Revolución científica del siglo XVII son momentos en los que se le ha prestado una especial atención. Y en el siglo XVIII, especialmente entre los pensadores escoceses, se desarrolló la idea de que también se podía aprender a hacer mejores políticas. 




			En España, ilustrados como Campomanes y Jovellanos demostraron la utilidad de reflexionar sobre las mejores políticas que estaban aplicando otros países para resolver algunos de los asuntos que acuciaban a España en aquellos momentos. Dedicaron buena parte de sus vidas al estudio de esas políticas y hoy nos sigue impresionando lo que hicieron. 




			No se equivocaban los románticos cuando señalaban que el ser humano no es solo razón y que la sinrazón, los sentimientos y las emociones le mueven incluso con mayor fuerza que la razón. Pero se equivocaron y se equivocan los que venden que las políticas no deben basarse en el estudio y en la reflexión, sino en las pasiones. Los resultados del Romanticismo en la política han sido históricamente nefastos. No solo han llevado a aplicar políticas dañinas, sino que incluso están detrás de las guerras y los regímenes totalitarios. 




			No comparto la idea de que los horrores del nazismo y del comunismo son una herencia del movimiento ilustrado, que esos monstruos son un producto tardío del mismo. Es verdad que una de las formas que tomó la Ilustración fue el denominado «despotismo ilustrado» y también que esta idea, que Napoleón llevó al extremo más tarde, ha sido posiblemente una de las fuentes de los totalitarismos del siglo XX. Pero es evidente que esa execrable herencia viene de su aspecto antidemocrático, del carácter despótico. Es una herencia del sustantivo «despotismo», no del adjetivo «ilustrado». 




			Nada define mejor la tarea que ahora tenemos por delante los españoles que la de conseguir una «democracia ilustrada». Afortunadamente, el sentimiento democrático en España es hoy muy profundo y la mayoría de los cambios que se están planteando en nuestro sistema político no van en el sentido de disminuir la democracia, sino de potenciarla. Y esta parte de las reformas que hoy se demandan —más democracia— es un elemento fundamental para mejorar nuestras políticas. 




			En efecto, democracia e Ilustración se retroalimentan. No se ha descubierto ningún sistema político mejor: que el de que sea la mayoría quien tome las decisiones colectivas y que las minorías puedan hacerse oír en el proceso. Pero hay que hacer un esfuerzo para conseguir que nuestra democracia sea, además, «ilustrada». Hay que darse cuenta de que todo no se consigue con votar o cambiar a unos políticos por otros, sino que también hay que saber qué se vota. Es muy útil aprender de los que saben y estudiar con sosiego las diferentes alternativas para resolver nuestros obstáculos. Y este proceso «ilustrado», que obliga a hablar y debatir antes de decidir, sirve también para reforzar la democracia. La obligación de hablar, de fundamentar las propuestas, de analizar sus posibles efectos, sirve para que los electores conozcan mejor las posiciones de unos y otros, para que tengan elementos adicionales a los eslóganes y puedan, luego, elegir las que consideran mejores. 




			No estoy seguro de que, como se ha dicho, necesitemos una segunda Transición. Opino que bastaría con mejorar la democracia que tenemos. Pero no estaría mal que la posteridad definiera el periodo que hemos empezado a vivir como una «segunda Ilustración». Necesitamos hacer un esfuerzo para convencer a los ciudadanos de la importancia de «ilustrar» nuestra política, porque la idea de aprender, de analizar los problemas y estudiar sus diferentes alternativas es todavía una idea poco atractiva para los medios de comunicación y no emociona a los electores. 




			Durante una buena parte de la historia de la humanidad, los políticos más valorados eran los que más batallas y guerras ganaban. El desarrollo de la democracia ha ido cambiando esos criterios. Ahora, los políticos españoles se enorgullecen de haber aprobado decenas de leyes y esto parece impresionar a los electores. Cabe esperar que llegue un nuevo tiempo en el que los políticos más valorados sean los que digan «en esta legislatura hemos aprobado solo cinco o seis leyes, pero han sido muy estudiadas y trabajadas, por lo que nos hemos acercado a lo que hacen otros países avanzados». 




			 




			LAS POLÍTICAS Y LA POLÍTICA 




			 




			Conviene diferenciar entre «la política» y «las políticas». La primera se ocupa de lo que hacen los políticos para conseguir el poder, de qué modo se mantienen en él y cómo lo pierden. Las políticas no se ocupan de esas cuestiones, sino de lo que hacen con el poder que han conseguido. Son las normas y actuaciones dedicadas a regular los mercados —como el laboral o el financiero—, las que se ocupan de cómo obtener y cómo gastar los recursos públicos, las que deciden subsidiar a unos y cobrar impuestos a otros, las que otorgan monopolios o introducen competencia. 




			Ciertamente hay una relación, o debería haberla, entre quienes consiguen el poder y lo que van hacer con él. En teoría, los políticos presentan sus programas y los ciudadanos los eligen pensando en que, cuando consigan el poder, harán lo que decían sus programas. En la práctica, sabemos que, en muchos países, esto no funciona. Los programas, con distinta intensidad, suelen ser populistas y los políticos cumplen lo prometido cuando la coyuntura lo permite... y hacen todo lo contrario durante las fases de crisis. 




			La atención de los ciudadanos y de los medios de comunicación se centra en «la política», en quiénes van a hacerse con el poder y quiénes lo perderán, y mucho menos en las políticas. Usted mismo, lector, puede hacer un sencillo experimento a lo largo de un día: lea el periódico, escuche la radio y vea la televisión, y anote cuánto tiempo se dedica a la política y cuánto a las políticas. Observará que casi el noventa y cinco por ciento de los espacios se dedican a la primera, mientras que solo encontrará unas pocas referencias generales a las segundas. 




			Esta mayor atención a la política es normal, y hay varias razones  que  la  justifican.  La  más  obvia  es  que  importa  mucho quién nos gobierne. En las elecciones presidenciales de los Estados Unidos, uno de los asuntos centrales de la disputa electoral es el «carácter» de los candidatos. Más que la orientación ideológica del candidato, importa su temple, su entereza, su capacidad para tomar decisiones difíciles. Al ciudadano le interesa saber qué dotes tiene la persona que va a tomar decisiones tan importantes como entrar en una guerra o decidir el uso de armas nucleares. 




			Pero hay otra razón por la cual los medios y la población se interesan más por la política que por las políticas: estas son más complicadas. La política es más simple de describir y de entender. Y más divertida. Publicar una encuesta con la colocación de los distintos candidatos en la carrera hacia el poder o contar las luchas internas dentro de un partido es más fácil y atractivo para los lectores que comparar la regulación del mercado laboral en los países nórdicos con la de España. Esto ocurre en todos sitios, pero, si nos comparamos, veremos que en los países más avanzados la prensa, la radio y la televisión dedican más espacio a discutir las políticas que en España. Un ejemplo reciente fue la reforma de la sanidad impulsada por Obama, que ocupó un espacio enorme en los medios de comunicación norteamericanos. Y es que estos países cuentan con unos procedimientos de elaboración de normas y de funcionamiento del Parlamento, de los que España carece, que producen documentos y discusiones muy valiosos sobre las distintas políticas públicas. Estos estudios y debates parlamentarios son la fuente que utilizan los medios de comunicación de esos países para dedicar a las políticas más y mejores espacios que los que se dedican en España. 




			 




			NO ES PELIGROSO ASOMARSE AL EXTERIOR 




			 




			En los últimos sesenta años España ha sufrido algunas crisis, como la del petróleo en los años setenta, la económica de principios de la década de 1990 y la más grave y reciente, con dos recesiones consecutivas. Pero también ha vivido fases de expansión muy importantes, como la de los años sesenta durante el franquismo, la de la segunda mitad de la década de 1980 con Felipe González o los doce años de la burbuja de Aznar y Zapatero. A pesar de los desequilibrios creados, estas fases de expansión nos han acercado mucho a los países más desarrollados. Hemos progresado en la llamada «convergencia». La distancia en numerosas variables e instituciones se ha reducido notablemente. Pero, cuando se compara España con los mejores, sigue mostrando cierto nivel de atraso en otras. 




			Para hacernos una idea correcta de dónde estamos, no basta con compararnos solo con nosotros mismos. Sin duda, los españoles estamos, en general, mucho mejor ahora que en cualquier siglo anterior y esto es algo que debe contentarnos. Pero nuestro progreso —el de hoy, comparado con nuestro propio pasado— no puede utilizarse como argumento para abandonar las reformas. Esta actitud fue la que adoptó el Gobierno del PP en cuanto cambió la coyuntura del PIB y el empleo en 2014. Puesto que crecíamos, ya no era necesario seguir aprendiendo de otros países. Y esta actitud no es exclusiva de ese Gobierno, sino que es una técnica utilizada habitualmente por todos los políticos, cualquiera que sea su ideología. Lo decía el franquismo en los años sesenta para defender que no era necesario democratizar el país, pues su dictadura estaba demostrando ser capaz de producir un vigoroso desarrollo económico. O la China comunista actual. Recordemos también el «España va bien» del periodo Aznar y de la primera legislatura de Zapatero. La complacencia durante aquellos años de expansión llevó a no hacer la menor modificación de nuestras instituciones laborales o del régimen de las cajas de ahorro, por citar solo dos ejemplos que nos separaban de otros países desarrollados y que luego serían, en parte, responsables de la explosión del paro o de las crisis de algunas cajas. 




			Sin embargo, cuando uno se pregunta sobre las causas que explican mejor los avances de España en esos periodos de expansión, resulta que aquellos se debieron precisamente a los cambios que se realizaron en las políticas y en las instituciones para acercarnos a los Estados más desarrollados (el Plan de Estabilización, las liberalizaciones, la entrada en el Mercado Común  durante  el  Gobierno  de  González...).  Por  tanto,  la guía que debe seguir orientándonos en la mejora de nuestro bienestar económico y social es justamente la contraria del letrero que Renfe colocaba en las ventanas de sus antiguos vagones: «Es peligroso asomarse al exterior». Tenemos que dejar de compararnos con nosotros mismos y concentrarnos en hacerlo con los demás. Debemos examinar qué han hecho otros para que sus salarios sean más altos y su paro más bajo, para tener mayores niveles de seguridad jurídica, para que sus políticos sean menos incompetentes y corruptos. 




			Hay dos formas de conseguir que nuestras instituciones se parezcan a las de los Estados más avanzados. Una es la que se deriva de la obligación que nos imponen los distintos tratados internacionales o bien el ingreso en organizaciones que exigen cambios en nuestras políticas para adaptarlas a las del resto de sus miembros. Fue así cuando España ingresó en el Fondo Monetario Internacional (FMI) y en el Banco Mundial —tras la aprobación del Plan de Estabilización—, y también con los tratados del GATT, los de asociación con el Mercado Común, el ingreso en la Unión Europea y la participación en el euro, entre otros casos. 




			Como las reformas estructurales son difíciles de implantar porque atacan intereses establecidos y los electores no están preparados  para  apoyarlas,  la  firma  de  tratados  o  la  entrada en organizaciones internacionales han sido instrumentos excelentes para reformar nuestra economía. En cuanto al pasado más reciente, hay que reconocer que, gracias al Memorando de Entendimiento (MOU, por sus siglas en inglés) firmado con motivo del rescate del verano de 2012, el Gobierno español abandonó los errores de sus primeros seis meses y se vio forzado a adoptar decisiones interesantes como, por ejemplo, la creación de una autoridad fiscal independiente. Incluso antes del rescate, debemos mucho a la UE y al FMI por haber presionado al Gobierno a aprobar una Ley de Estabilidad que debía mejorar los sistemas de información de la ejecución presupuestaria y sancionar a quienes incumplieran los objetivos de estabilidad. 




			Desafortunadamente hay otras políticas, como la regulación de las instituciones laborales, la educación o la planificación de las infraestructuras, en las que apenas hay presión exterior para adaptarlas a las de los países más avanzados. En estos casos, solo se progresa si se toman decisiones autónomas por parte de los gobiernos nacionales para adaptarse a los mejores estándares. Pero los políticos no se atreven a tomar decisiones autónomas porque el electorado no los apoyaría. Jean-Claude Juncker, presidente de la Comisión Europea desde 2014, lo expresó muy bien cuando dijo: «Sabemos qué tendríamos que hacer, lo que no sabemos es cómo hacerlo sin perder las elecciones». 
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			NUESTROS PROBLEMAS 




			 




			

				Esta es la diferencia entre un mal economista y uno bueno: el primero se fija solo en lo que se ve, el otro tiene en cuenta lo que se ve, pero también los efectos que no se ven. 


				 


				FRÉDÉRIC BASTIAT 


				 


				Los problemas económicos son los más fáciles de resolver: solo se necesita dinero. 


				 


				WOODY ALLEN 


			




			 




			Tenemos muchos problemas. Pero no es algo extraño ni exclusivo de España, pues también los tienen otros países desarrollados. Un ejemplo es la extremada polarización de las posiciones políticas. El sectarismo ha aumentado mucho en el país en los últimos tiempos, pero el brutal enfrentamiento entre demócratas y republicanos durante el segundo mandato de Obama demuestra que las actuaciones sectarias y tribales por parte de los partidos políticos no son más habituales en España que en Estados Unidos. Este libro no se centra en cómo resolver los problemas compartidos con otros países, sino en los que aparecen como específicamente españoles cuando nos comparamos con ellos. 




			Las mayores diferencias con otros países en el terreno económico, las que retratan mejor nuestra singularidad, son la baja productividad y su débil crecimiento, así como la insuficiente tasa de ocupación en todas las fases económicas. Sistemáticamente, España despilfarra sus recursos humanos al dejar a millones de personas que pueden y quieren trabajar. Además, aquellos que consiguen trabajar producen mucho menos que los trabajadores de otros países. Todo esto conlleva tener que soportar sistemáticamente tasas de paro más altas y salarios más bajos, de modo que las rentas familiares disminuyen, los ingresos del Estado son limitados y, en consecuencia, el gasto público también se reduce. Como esos menores ingresos se dedican en gran medida a pagar a muchos de los ciudadanos que no trabajan, queda menos dinero para los servicios que debe prestar un Estado moderno. El resultado: un país menos rico que los países avanzados y menos solidario que los del norte de Europa. 




			 




			EL DESTROZO DE NUESTRAS INSTITUCIONES LABORALES 




			 




			La consecuencia para España de que sus instituciones laborales estén muy alejadas de las de otros países no es que el paro aumente en las crisis y disminuya en las fases expansivas. Esto sucede en todos sitios, pues la coyuntura hace subir y bajar el paro en cualquier lugar. Sin embargo, en España, sube en exceso y, al reducirse, no lo hace suficientemente. Este es solo uno de los aspectos estructurales adversos derivados de la carencia de instituciones laborales efectivas. Pero hay otros tanto o más negativos que los mayores niveles de paro y la acentuación de los vaivenes coyunturales. 




			El principal efecto adverso de nuestras singulares instituciones laborales se ocasiona en la productividad general de la economía y, por supuesto, del trabajo. Las actuales instituciones españolas limitan la capacidad de los empresarios para aumentar la productividad de sus trabajadores y de sus empresas. No es la única causa, pero sí una muy importante para explicar el bajísimo crecimiento de la productividad total que sufre nuestra economía. Uno de los «secretos» de Estados Unidos es que la flexibilidad de su economía ha permitido alcanzar niveles altos de productividad. Pero también los países del norte de Europa —que deben ser nuestro modelo porque incorporan unos objetivos de solidaridad que no están presentes en Estados Unidos— han registrado unos niveles de productividad por trabajador sistemáticamente superiores a los de España en los últimos treinta años. 




			Este asunto de la productividad es, quizá, el más importante a la hora de plantearnos qué debemos hacer para mejorar nuestra economía. Es un asunto estructural al que se le presta alguna atención, pero incomparablemente menor que a las variables coyunturales. Además, muchos consideran la productividad como un aspecto solo «económico», sin darse cuenta de que es un elemento esencial para mejorar la protección social de los trabajadores. Es evidente que haber mantenido —y seguir manteniendo— unas instituciones laborales inadecuadas ha generado —y sigue generando— unos efectos muy perniciosos, no solo sobre la productividad y el crecimiento económico, sino también sobre el bienestar de los trabajadores. 




			El hecho de tener siempre más paro que los demás, tanto en los momentos peores como en los mejores, tiene ya incidencia en el bienestar de los españoles. Así, en la última crisis, algunos países han tenido una contracción de actividad similar a la española, pero la tasa de paro aumentó muchísimo menos que en España. Por ejemplo, en Francia el máximo se ha colocado alrededor de un diez por ciento, y en otros lugares, como Alemania, el paro se ha reducido durante la crisis. Algunos han señalado que estos países han tenido incrementos de la población activa más reducidos que España y que su sector de la construcción no tuvo una expansión comparable con la española. Es verdad, pero cuando la comparación se hace con economías que comparten estas dos características con la española, como Estados Unidos o el Reino Unido, esta sigue destacando por su extraordinario aumento del paro. El paro ha llegado como máximo al 9,6 % en Estados Unidos y al 8,1 % en el Reino Unido. El máximo en España fue del 26 %, alcanzado en 2013, lo cual demuestra que los mecanismos de ajuste laboral de la economía española no funcionan de forma adecuada. 




			Otro de los efectos perniciosos de contar con un mercado  de  trabajo  ineficiente  es  que  reduce  las  posibilidades  de aumentar la retribución real de los trabajadores, los salarios. Normalmente, la economía española se ve abocada a competir en el extranjero a base de mantener costes laborales reales muy bajos como consecuencia de la baja productividad de la economía. Esto tiene consecuencias directas en el bienestar de todos los individuos, aunque sean determinados colectivos como las mujeres, los jóvenes y los que perdieron su empleo los que más las sufran. 



OEBPS/images/logo_t.jpg





OEBPS/css/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/images/logo_p.jpg





OEBPS/images/pl.jpg
PlanetadeLibros.com





OEBPS/images/logo_y.jpg





OEBPS/css/extrafont.ttf


OEBPS/images/cover.jpg
Miguel A.

Fernandez Ordoinez
Economistas, politicos
y otros animales

Coémo acabar con las politicas que frenan nuestro progreso

PENINSULA 1404





OEBPS/images/logo_f.jpg





OEBPS/images/logo_b.jpg





